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Entre una constitución centralista pero descentralizado-
ra y una constitución federal centralizadora, la diferen

cia es de gradoy tiene más de forma que de fondo, más de

apariencia que de realidad.

Manuel Herrera y Lasso

El objetivo de este artículo es analizar dos de los factores institucio»
nales que desde la década de los años setenta del siglo pasado han

sido prácticamente básicos en la organización política federal contem*
poránea de México: el diseño establecido para el Senado y las limitacio
nes constitucionales impuestas históricamente a la intervención de la
Suprema Corte en asimtos políticos. La coryimción de eimbas institu
ciones ha sido, como veremos, la piedra angular del pacto federal du
rante los últimos 120 años.

En México, la discusión pohtica sobre el nuevo federalismo se ha
enfocado en la concentración del poder y el centralismo característico
del sistema político mexicano posterior a la Revolución. Es muy común,
entre los actores políticos, analizar esta cuestión a partir del supuesto
de que la organización política federal planteada en la Constitución no
se aplicay que otros elementos del sistema poKtico, como el partido úni
co o hegemónico o las "facultades metaconstitucionales" del presidente,
explican tal concentración y centralización.

Yo sostengo la tesis contraria: la concentración del poder y el cen
tralismo no son ajenos al diseño de instituciones federales establecido
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en la Constitución. El federalismo concentrador de decisiones, al igual
que el presidencialismo "excesivo" que obstruye la división de poderes,
o el régimen electoral no competitivo, han sido el resultado —con fre
cuencia deseado— de un conjunto de decisiones políticas y preceptos
que estuvieron y están asentadas en la Constitución.

Mi perspectiva de análisis parte de tres supuestos fundamentales.
En primer lugar, sistema político y constitución son indisociables pues,
por una parte, las decisiones sobre la organización del poder que se
establecen en la carta magna obedecen a problemas y objetivos políti
cos específicos y, por otra, en última instancia, el sistema constitucional
es el que establece, permite o sanciona —de acuerdo con sus objetivos
particulares de organización del poder público— determinado tipo de
instituciones y comportamientos políticos.

En el caso de México, la vinculación entre el sistema constitucio
nal y el funcionamiento real del sistema poh'tico no proviene simple
mente del incumplimiento de la Constitución; en buena medida, resulta
del cumplimiento de un conjunto de disposiciones constitucionales que
permiten la concentración, la centralización y la irresponsabilidad del
poder. Ello es cierto, particularmente, en los preceptos establecidos en
la Ley mexicana referentes a la organización, distribución y limitación
de los poderes públicos, tanto federales como estatales. Es decir, me
refiero tanto a la división vertical de poderes (la separación y equilibrio
entre las funciones ejecutiva, legislativa y judicial de los órganos del go
bierno federal), como a la división horizontal de poderes, que define la
autonomía de los integrantes de la federación; y, desde luego, al control
de la constitucionalidad de las leyes y de los actos de autoridad, que deter
mina la efectividad de la limitación de los poderes y, en síntesis, la exis
tencia de un gobierno constitucional.

En segundo lugar, la historia constitucional de nuestro país ha
sido, al menos hasta la crisis actual del sistema político, un proceso
complejo de concentración del poder, protección del gobernante y pro
moción de equilibrios, arreglos y comportamientos de actores y fuerzas
políticas, en apariencia extralegales, pero que proceden de los propósi
tos y las conductas que permiten las disposiciones constitucionales y
refuerzan las leyes secundarias. En virtud del vigor actual de la socie
dad mexicana y de la ascendente fuerza de las oposiciones, este modelo
constitucional de protección de la discrecionalidad e irresponsabilidad
del gobernante ha entrado en crisis y ha tenido que experimentar múl
tiples reformas. Sin embargo, como veremos más adelante, en las refor
mas llevadas a cabo se ha procurado conservar en lo posible la con-
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cepción autoritaria de gobemabilidad que pennea a la Constitución
mexicana.'

Y, tercero, hasta hace apenas ima década era comúnmente acepta
da la idea de que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica
nos era fundamentalmente un programa, en el sentido de que planteaba
un proyecto de desarrollo social y de régimen democrático a realizarse.
En el presente, por el contrario, a partir de los procesos de creciente com
plejidad y diversificación que vive la sociedad mexicana, de la reestruc
turación de la economía, con la presencia de pluralidad política y con la
expansión de la competencia electoral, ya no se acepta esa idea acerca de
la Constitución. Actualmente, la exigencia primordial es que dicha ley
fundamental funcione como norma de convivencia, como instrumento de
organización y limitación de los poderes públicos. Pero, en este aspecto
esencial de cualquier constitución, la mexicana muestra cada vez más
sus huecos y deficiencias respecto a la realidad política del país.

La organización política federal en México

Al abordar la organización política del Estado federal, los estudiosos
del derecho constitucional definen los principios teóricos en los que se
basa el federalismo y, al analizar los estados federales existentes, con
cluyen afirmando que en realidad hay terntos federalismos como países
con organización política federal. EUo es lógico en la medida en que un
diseño constitucional determinado se ciñe no sólo a valores y principios
generales sino también a la solución de un conjunto de problemas polí
ticos, de poder, específicos.

En 1927 Cari Schmitt señalaba que una federación es ima unión
permanente de estados que constituyen una unidad política, basada en
im libre convenio al servicio de la autoconservación de cada uno y del
conjunto, y que para la atención del fin común, se cambia el estatus
político de las unidades que la integran. En el análisis de las contradic
ciones intrínsecas a esta forma de asociación política, Schmitt
destacaba que en toda federación se vive una tensión permanente entre
Boberam'a del todo y autonomía de los miembros y que el modo como his-

' A] respecto, véanse ElisurArteaga, Derecho Conatitueional, tomo I, abunda parte, capítulo
sobre "Las Conjuradones*. Médco, CNAM, 1994. pp. 75-127; Amaldo Córdoba, *La Constitudón
y fa demacrada", eo Rolando Cordera et al., México: el reclamo demoemíico, México, Siglo XXI,
1988, pp. 84-97; e Ignado Marrón Laborde, Sistema políticoy sistema conalitucional en México,
México, ciDE-Div)BÍón de Estudios Políticos, (Serie Documentos de lyab^jo, núm. 60), 41 p.
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tóricamente se resuelve esta tensión, así como su evolución en el tiem
po, determinan las particularidades de cada federación.^

El federalismo mexicano, en su carácter de organización político-
constitucional, ha respondido en su proceso de formación a la solución
de problemas políticos y objetivos específicos. En los años 1823 y 1824
respondió tanto a las tendencias centrífugas que se presentaban en al
gunas provincias ya erigidas en estados, como a la voluntad general de
mantener en lo posible la unidad político-territorial del primer Imperio
mexicano y la necesidad de hacer frente a los intentos españoles de re-
conquista.sAI restablecerse la constitución federal, en 1847, el contexto
era el fracaso político de la experiencia centralista y el problema políti
co inmediato era la invasión estadunidense. En el constituyente de
1856 y 1857 la cuestión federal era ya una decisión política fundamen
tal aceptada en lo general; el cambio consistió en la decisión de fortale
cer a la federación y al gobierno central respecto a los de los estados.*
Sin embargo, los conflictos entre el ejecutivo y el Congreso, entre los
gobiernos estatales y los poderes federales y, sobre todo, las soluciones
constitucionales que finalmente se adoptaron para resolverlos definieron,
en el último tercio del siglo XIX, las características esenciales de la orga
nización poh'tica federal de México, tal como ha funcionado hasta la ac
tual crisis del sistema político.

La ingeniería constitucional del federalismo mexicano ha tenido
por objetivo y resultado la construcción de un gobierno federal fuerte
que, sin suprimir algunos aspectos de las autonomías regionales, asegure
el predominio del ejecutivo federal en la división horizontal de poderes,
para facilitar lasolución de conflictos con y en los estados. En su largo de
sarrollo se han articulado procesos políticos, decisiones sobre reformas a
la Constitución y consolidación de instituciones políticas que definen las
relaciones entre el ejecutivo federal y los gobiernos de los estados en el
sistema político; como son, por ejemplo, el sistema electoral y de parti
dos; la concepción y las prescripciones que se han venido estableciendo
sobre los órganos de gobierno de los estados y del ayuntamiento; o el sis
tema de recaudación, distribución y gasto de los ingresos fiscales.

'CarlSchmitt, Tkoríade la Constitución, Sección Cuarta, "^orla Constitucional de iaFode-
radón", Madrid, Alianza Universidad Tbxtos, 1962, pp. 343-371.

^ Una explicación clara sobre este momento complico puede consultarse en Josefina Zoraida
Véequez,*^] Federalismo Mexicano, 1823-1847*, en MarcetloCarmagnani (.coord.),Federxdismos
latúu)amencano»:Mixieo/Braail/Argentina, México, Fondode Cultura Económica, 1993, pp. 16-27.

* Véase MarcelloCarmagnani, "El federalismo liberal mexicana', en Marcello Carma^ani,
op. eit; pp. 135-179.
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Así, las decisiones constitucionales con base en las cuales ha ope
rado el federalismo enMéxico y sus resultados concretos —en términos
de concentración económica y política— no representan en absoluto un
problema de no aplicación del marco constitucional vigente, como se
afirma con frecuencia, sino el resultado del cumplimiento de los objeti
vos del diseño institucional establecido en la Constitución. La eficacia
del federalismo mexicano depende de un postulado central que prácti
camente cruza toda la Constitución, como concluye don Manuel Herre
ra y Lasso: "las muchas y graves limitaciones impuestas a la autonomía
de los estados deben ser aplicadas siempre en strictu sensu. Su laxa
aplicación acarrearía, con la falsificación de la forma de gobierno, la
subversión de la Constitución''.5

En la discusión actual sobre el nuevo federalismo se ha puesto el
acento en los elementos que han determinado la concentración eco
nómica y fiscal en favor del ejecutivo federal, tales como, por ejemplo, la
sustracción de atribuciones que significan recursos a las entidades fe
derativas en beneficio de la federación, el sistema de coordinación fiscal
o el sistema nacional de planeación.s Y, con razón, en el debate ha ocu
pado lugar de primera importanciala necesidad de llevar a cabo una
redistribución de facultades y recursos entre la federación, los estados
y loe municipios, lo cual es una cuestión determinante en la redefini
ción de la participación de las entidades federativas en el desarrollo
y en el equilibrio regional de la economía. Sin embargo, es difícil obte
ner resultados significativos en este sentido si no se replantean, al mis
mo tiempo, aspectos esencialmente políticos de la relación entre el go
bierno federal y los gobiernos de los estados que la propia Constitución
establece y promueve. Me refiero a las disposiciones constitucionales
que en particular, pero sobre todo en conjunto —en su accionar como
sistema—, nos explican la lógica de funcionamiento y las peculiarida
des del pacto federal en México.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos las

declaraciones generales que instituyen el federalismo se encuentran
básicamente en: a) los artículos 40 y 41 que establecen la forma de go
bierno federal y el principio de soberanía de los poderes públicos (fede-

Régimen Federal (1960)°, en Manuel Herrera y Lasao, Estudiospolíticos y constiiueio-
nales, México, Miguel Ángel Porrúa, 1986.

^ Alreapecto véanse, entreoíros, Alberto Díaz Ceyero8,Desarrotloeconón¡icoeinequidadre-
gional: Hacia un nuevo pacto federal en México, México, Miguel Ángel Porrúa, 1995; y Gerénúno
GutiérrezFeraéjxóezyAlbertolBlasTorreB,Federalismofi3cal:unacomparación internacional
y reflexiones sobre el caso de México, México, riAM. teeis de licenciatura, 1995.
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rales y locales); b) en el primer párrafo de los artículos 115 y 116 en los
que se enimcian los principios de gobierno representativo, democráti
co, popvilar, el municipio libre y la división de poderes, con los que deben
organizarse los gobiernos de los estados, y c) en otros artículos como
el 31, que establece la obligación de los mexicanos de contribuir a los
gastos públicos de la federación y del estado y municipio en que residan;
el 119, que establece la garantía de protección federal a los estados; el
124, que determina el principio de distribución de competencias; el 133,
sobre la legalidad de los convenios y tratados internacionales aproba
dos por el gobierno federal, así como el 135 que norma la participación
de los estados en el proceso de reforma a la Constitución.'

De manera similar a lo que sucede si comparamos las característi
cas generales del régimen presidencial mexicano con otros latinoame
ricanos o incluso con el de Estados Unidos, si sólo revisamos las decla
raciones generales, podríamos concluir que en nuestro país el Estado
federal está organizado conforme a los elementos básicos del modelo
clásico o incluso pensar que en éste subsisten elementos propios de una
confederación, en virtud de que la Constitución les reconoce "sobera
nía" en su régimen interior a los estados miembros. Sin embargo, las
disposiciones que acompañan en la Constitución a estas declaraciones
generales son las que fijan la lógica de funcionamiento real y las carac
terísticas particulares del federalismo mexicano.»

En el conjunto de preceptos constitucionales que explican las re
glas del sistema federal en México, se pueden distinguir dos tipos de de
cisiones político-institucionales. Por una parte, las que directamente
establecen las características esenciales de la integración y funciona
miento de los órganos del gobierno representativo de los estados. Estas
se han venido introduciendo por medio de reformas a la Constitución
posteriores a 1917, como son, entre otras: la duración máxima del man-

' Sobre la estructura de distribución de competencias en el federalismo mexicano, véase Lau
ra TVigueros Gaisman, "El federalismo en México. Autonomía y coordinación de las entidades fe
derativas', en James FVank Smith (coord.). Derecho constitucional comparado México-Estados
Unidos, tomo I, México, unam, 1990, pp. 247-257.

® Al respecto véanse Herrera y Lasso, op. cit., y Elisur Artcaga Nava, Derecho Constitucional.
Instituciones federales, estatales y municipales, tomo II, México, UNAM, 1994. Quien al respecto
señala; "El federalismo mexicano no sólo ha circunscrito al detalle la actuación de las autoridades
locales, también ha circunscrito la función constituyente en mucho de lo que se refiero a la estruc
tura orgánica de los poderes locales [...] más que un federalismo de carácter legislativo, es un fede
ralismo administrativo. Es una forma de descentralización' (p. 12) y presenta un cuadro denomi
nado "Sistema constitucional mexicano relativo a los estados', en el que a lo largo de 16 páginas
(pp. 19-35) enimcia aproximadamente 300 disposiciones constitucionales por virtud de las cuales
se restringe a los constituyentes estatales y el campo de actuación de los órganos estatales de
gobierno.
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dato de los goberaadores y la prohibición absoluta de reelección en este
cargo de representación (1933); la no reelección inmediata de legislado
res locales e integrantes de los ayuntamientos (1933); el sistema electo
ral "mixto", que cozyuga los principios de elección por mayoría relativa
y por representación proporcional, a efecto de garantizar de antemano
la conformación de iina mayoría y asegurar la "gobemabilidad", esta
blecido en la Constitución desde 1963, y que se reproduce, con escasas
variantes, en las constituciones de los estados después de haber sido
aceptado como precepto general para la integración de las legislaturas
locales (a partir de 1977) y de los ayuntamientos (desde 1983), y, por úl
timo, el sistema de restricciones al "registro" de los partidos y de exclu
sividad de los partidos "registrados" en la presentación de candidatos a
cargos de elección popular, instituido a nivel federal a partir de 1946, el
cual en esencia no se ha modifícado en las variantes adoptadas por las
sucesivas reformas electorales, garantiza a los partidos nacionales con
registro la participación en elecciones estatales y, al igual que las dispo
siciones anteriores, se reproduce conforme al mismo patrón para la for
mación de partidos poHticos locales en los estados. Paralelamente a es
tas reglas sobre el régimen interior de los estados está el conjunto de
disposiciones que delimitan la intervención de los estados en el gobier
no federal y la intervención del gobierno federal en los estados. Al res
pecto destacan el crecimiento sostenido de las competencias del Con
greso a partir de 1883 y las instituciones que son objeto de esta
reflexión: las particularidades de la organización constitucional del Se
nado mexicano y el centenario dogma, hoy en crisis y revisión, de la no
intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en conflictos
políticos y electorales.

Trffft particularidades del Senado en México

La representación de las unidades territoriales en el centro nacional es
un objetivo directo y prioritario que tiene toda federación.® Por esta ra
zón, en la oi^anización de las instituciones políticas de un Estado federal,
el Senado o su equivalente— es una institución que debe cumplir las
funciones de moderación, como órgano colegislador de la Cámara de Dipu
tados, y establecer, al mismo tiempo, equilibrios entre los estados que in
tegran la federación e incorporarlos a las decisiones del gobierno central.

® Preaton King, "Fedention aad Repreaentation*. en HkhMl Borgeasef «£. OBnvwotHK A-
dsraUsm and FedertOion, Hwverater «od WheaUheaf. 1993. p. 95.
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En el cumplimiento de estas funciones son determinantes tanto
las facultades como los mecanismos de integración y renovación de este
órgano que se establecen en la Constitución. Es posible afirmar que uno
de los elementos que con mayor claridad muestra la especificidad de un
Estado federal es, precisamente, la manera en que son representadas
sus unidades político-territoriales y el peso que tienen en las decisiones
del gobierno general de la federación. Como sostiene Preston King:

What is peculiarly distmctive of a federation is the manner in which it
secures legislative representation ofa sovereing people, rather than
anyjudicial orexecutive procedures which itmay chance to adopt [...]
if the federation is marked by distinctive executive and judicial func-
tions, this distinctiveness derives from the entrenchment of regional re
presentation at the national centre, tipically in the legislature, but pos-
sibly elsewhere as well.>o

Para ilustrar la importancia de las fimciones constitucionales del
Senado en el desempeño de una organización política federal, democrá
tica y consolidada, es conveniente mencionar los ejemplos de Estados
Unidos y de la República Federal Alemana.

En El Federalista, tanto en las entregas referentes a la integración,
facultades y funcionamiento del Senado de Estados Unidos (LXn-LXVi),
como en las que se abordan los poderes del presidente (LXXIV-LXXVn), se
definen con claridad los propósitos a que responde la organización del
Senado, basada en el modelo clásico de régimen federal y presidencial.
Los principales objetivos son; primero,"... hacer que los gobiernos de los
Estados colaboren en la formación del gobierno federal de una manera
que ha de afirmar la autoridad de aquéllos y es posible que resulte un
lazo muy conveniente entre ambos sistemas" (p. 262); luego, "Ninguna
ley ni resolución podrá ser aprobada en lo sucesivo sin el voto de la ma
yoría del pueblo primero y de la mayoría de los estados después...",
(ídem), y, por último, en lo que se refiere a la participación del Senado en
los nombramientos del ejecutivo, se afirma que:

Constituirá un excelente freno sobre el posible favoritismo presidencial
y tenderá marcadamente a impedir la designación de personas poco ade
cuadas [ya que) un hombre que dispusiera él solo de los empleos públicos
se dejaría gobernar por sus intereses e inclinadones personales con más
libertad que estando obligado a someter el acierto de su elección a la dis-
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cusióny resolución de un cuerpo distinto e independiente, y siendo dicho
cuerpo nada menos que toda una rama de la legislatura, la posibilidad
de un fracaso serviría de aliciente poderoso para proceder con cuidado al
hacer su proposición (p. 324).

Los objetivos no dejan lugar a dudas: debe ser contrapeso de la cá
mara popular, hacer participar a los gobiernos de los estados en el go
bierno federal y equilibrarla capacidad de nombramiento del presiden
te. Toda la ingeniería constitucional —la elección, la duración del
periodo y las facultades— se dirigió al cumplimiento de estos objetivos.
Es cierto que la evolución del Senado en Estados Unidos no tuvo lugar
exactamente tal como se pensó en la Convención de Filadelfia. Sin em
bargo, el hecho de que llegar a senador ha sido siempre una de las ambi
ciones destacadas de los políticos estadunidenses es ilustrativo de que
los objetivos del diseño institucional se han cumplido gracias al peso
poHtico que tienen los senadores y el Senado en la Constitución de Esta
dos Unidos. Su importancia poKtica emana directamente de su sistema
constitucional, por razones como la duración del cargo, la renovación
parcial de sus miembros, las posibilidades de reelección y la obligada
cercanía que tienen los senadores a los procesos de decisión sobre los
asimtos más importantes de ese paíe.>2

UA,Haiiiüton,J.MadÍBonyJ.Jay,£Zí'eífero/«ía, 4a. reímp-, Mélico, Fondo de CulturaEco-
nómica, 1987.

Pocos años antes deque se aprobara, ea 1913, laDecunoaéptima Enmiendaala Coastátucióii
de Estados Unidos, medíantela cual se estableció la elccddo directa de senadores, Woodrow Wlson
aefialaba que la fuerza del Senado, como órgano del gobierno constítucíonal, por una parte, residía
en el hecho de representar a lasunidades polítícas en que el proceso constitucional habíasegmenta-
do al país y, por otra, en la obligación del preaidente de consultar a loa senadores en determinadas
jnateriasylacoDveniencia do que el presidente consiguiera suaprobación previa en cualquierasun
to de importancia. En buena medida, la elección directa da los senadores fue la confirmación de
transformaciones ya dadas. Sundquist afirma que el Senado, desde la época del presidente Wa
shington, no funcionó, en colectivo, como unconsqjoal que el presidente tuviera qim someterse per
sonalmente. Desde entonces se establecieron mecanismos de comunicación escrita con el órgano
como tal, y de comunicación personal y por grupos del presidente con los senadores en los asuntos
políticos delicados y en los momentos previos a la apiobacióo de los nombramientos o la votadón de
tratados intemacionalea que según la Constitución corresponden a este órgano. Y, en lo que se refie
re ala representación territorial, el Senado como instrumento de parócipadón de los estados, como
tales, en la definidón de las polítícas federales, poco a poco se había ido perdiendo en favor de la re-
prasentadón de la población de los estados; por lo que la eleedón directa de los senadores consolidó
una tendenciaya presente. Por último, en lo que se refiere a la importando del Senado en la defini
dón de la políticaesterior de Estados Unidos, tanto porel peso de Estados Unidos en el mundo como
por elsisteina constítucíonal que observa, en 1939 Harold Laski señaló: "Tío legislative assembly ir
the world rivals the Sonata ofthe United Statea in ita inllxience in intemational sphere'. Véanse
Woodrow Wilaon, ConatUuíional Gouemment in the United Statea, 1908, Columbia üniverdly
Presa, PaperbackEdiüon, 1964, pp. 112-141; James L. Sundquist. ConslitutionalRefórm andEfec-
tíos Gocemment, Washington, Tbe Brookings Institutíon, 1992, pp. 61-65; y Harold Laski, The
American Presidency, an Inlerpretation, Greenwoód Presa, 1940, p. 167.
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,  el caso de la Itepública Federal Alemana el problema era otro y
la Ley Fimdamental (1949) planteó una solución diferente. Por una
parte, el Consejo de los Aliados, al prohibir el restablecimiento del Es
tado prusiano, resolvió involuntariamente el problema del federalismo
alemán.>3 En coincidencia con la mayoría de los demócratas alemanes
—quienes sabían que la supresión del federsdismo fue un prerrequisito
de la dictadura de Hitler— estableció los lander en cada una de las zo

nas de ocupación. Además, el problema a resolver era la conciliación
entre la idea federal y las necesidades de centralización que impom'a la
reconstrucción social y económica de Alemania. El Bundesrat (Consejo
Federal) es el órgano que ha garantizado la representación y participa
ción de los gobiernos de los lander en el gobierno federal y ha sido un
factor de equilibrio en estas necesidades de centralización y de estabili
dad política.'*

Se debe destacar, además, que se trata de un régimen parlamenta-
río en que el gobierno ejecutivo y su cabeza, el canciller, es controlado y
responde al parlamento (Bundestag), por lo que el Bundesrat no tiene
atribuciones, ni tiene por qué tenerlas, para controlar al titular del eje
cutivo. Fue diseñado en la Ley Fimdamental de Bonn como órgano de
contrapeso al parlamento para garantizar la participación de los go
biernos de los lander en la orientación y conducción del gobierno fede
ral; en especial, en las materias fiscal y presupuestal y en la política
económica en general. Para que no quede duda de que ésta es su
función, sus miembros son designados y destituidos por los gobiernos
de los lander y actúan de acuerdo a sus instrucciones; lo cual, dicho sea
de paso, no es objeto de cuestionamiento, porque se tiene la certeza de
que se trata de gobiernos electos democráticamente; pues también
existe un IVibimal Constitucional de Pleno Derecho ante el cual cual

quier ciudadano puede reclamar la constitucionalidad de las leyes y ac
tos electorales. En síntesis, como señala Lucas Verdú, el Bundesrat es
el órgano de integración de los lander y de preservación de su autono
mía, por medio del cual estas imidades territoriales participan en la le
gislación —incluida la revisión constitucional—, gobierno y adminis
tración de la federación''.i3

Volviendo a México, ¿con qué objetivos políticos se estructuró cons-

Sobre«I peso del Estado prusiano en la Confedcracidn Germánica de 1S16 y«m el Reich Ale
mán de lS71,véanseCarlSdimitt,op. cit; y Pablo Lucas Verdú, Curso de nere^oPo/Otco, Ma
drid, Tbcnos, 1986, pp. 300-308.

Al respecto véase Karlbeinz Nielauss, "Politícs] Reeonstructian at Bonn', pp. 41-43.
" PaUo Lucas Verdú, ep. eU.. p. 307.
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titucíonalmente el Senado mexicano contemporáneo? No obstante que
en 1824 el Senado había sido pensado como un órgano de supervisión de
los estados hacia el gobierno central, desde entonces careció de las fa
cultades que conforme al modelo estadunidense deberían correspon-
derle, como la ratifícacíón de los nombramientos de los secretarios de
Estado, en nuestro caso asunto exclusivo del presidente. Luego, tras
una evolución en la que fue acumulando desprestigio, fue suprimido en
el constituyente de 1856 y 1857 con el objetivo fundamental de estable
cer una cámara popular fuerte. Francisco Zarco, radical entre los libe
rales puros, defendió en esa asamblea la posición supuestamente con
servadora de que el Senado debía reformarse y no desaparecer. Zarco
argumentó que el desprestigio del Senado se debía a las fórmulas elec
torales que se utilizaban para elegir a los senadores y a tas limitadas
atribuciones constitucionales con las que este órgano había sido facul
tado. Sostuvo, con razón, que el Senado era una institución política in
dispensable para el equilibrio de poderes y la adecuada construcción de
la representación política en un Estado federal democrático, por lo cual
consideraba que la solución no era desaparecerlo sino dotarlo de las fa
cultades constitucionales necesarias para cumplir esos objetivos. Con
el peso de estos argumentos Zarco logró que la votación fuera muy ce
rrada, aunque.su posición perdió.»

Durante el período conocido como República Restaurada, en tm
contexto político complejo y mediante una reforma a la Constitución de
1857 que tardó siete años en aprobarse, el Senado mexicano fue resta
blecido en 1874. £1 objetivo de entonces fue buscar la solución a los con
flictos entre el presidente y el Congreso y entre el gobierno federal y los
gobiernos de los estados. Por ello, el Senado fue reconstituido como un
órgano para moderar y controlar a la Cámara de Diputados pero, al ser
restablecido sin la facultad de intervenir en la aprobación del presu
puesto de egresos del gobierno federal (que quedó desde entonces como
facultad exclusiva de la Cámara de Diputados),'? fue desprovisto del
instrumento constitucional más efectivo para contribuir a la participa-

» Véase Franriaeo Zarco, ̂Míorúi del Congreso Constituyente de ieS7, Edicién Acordada
en Veracruz por el C. Venuatiaao Carranza, México, IniprcnU del Gobierno Federal, 1916,
pp. 478 y 479.
" Gerónimo Gutiérrez y Horado Vivea, "Enaayo aobre las poaiblea implicaciones de la ínter-

vendón del Senado en La aprobadón del presupuesto de egresos de la Federadón", Méxieo, 1995,
trabajo en revisión para su publicadón. Deles paisea con sistemabicameral que los autores anab-
zan, en seis (Argentina, BrssU, Chile, Pai^uay, Uruguayy R^n^dtcaDominieana)la aprobadón
del presupuesto es facultad concurrente de ambas cámaraa y en teas (Cbilombia. Venezuela y
México), es ÜBCultad ezdusiva de la Cámara de Diputados.
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ción de los estados —o de la población de los mismos— en la orientación
de las políticas del gobierno federal.

La reforma constitucional de 1874 también dotó al Senado de fa

cultades políticas exclusivas que en realidad le correspondían a la Su
prema Corte, como la intervención en los conflictos políticos entre los
poderes de un estado o la controvertida facultad de declarar cuándo
han desaparecido los poderes de un estado y de nombrarle, de una tema
propuesta por el presidente, un gobernador provisional.

Por tanto, sin facultades constitucionales para aprobar los nom
bramientos de los secretarios de despacho, ni para intervenir en la
aprobación del presupuesto de la federación, y con estas nuevas enco
miendas políticas, el Senado mexicano fue convertido de hecho en un
órgano de apoyo al presidente para legitimar sus intervenciones en los
estados y facilitar la solución de conflictos entre éste y el Congreso.

Con la discrecionalidad que permitió la no reglamentación de la
intervención federal, a lo largo de 104 años el Senado realizó 79 decla
raciones de desaparición de poderes en diferentes estados de la Repú
blica. Cuatro de ellas tuvieron lugar durante el Porfiriato, 12 durante
la Revolución, en el lapso de 1911-1914, y 61 entre 1917 y 1975. Salvo
excepciones, el patrón básico de las declaraciones de desaparición de
poderes fue el conflicto del gobernador con el centro y/o conflictos en los
estados en que el centro dejó de apoyar al gobernador.is En 1978, un año
antes de que se instalara la primera legislatura de la reforma política
de 1977, el Congreso por fin cumplió con la disposición de expedir la ley
reglamentaria de las fracciones V y VI del artículo 76 de la Constitución.
A partir de la reglamentación de estas facultades el Senado ya no ha
dado trámite a ninguna declaración de desaparición de poderes. Desde
entonces los gobernadores que el presidente decide que abandonen el
cargo, lo han hecho persuadidos de que lo mejor es renunciar o pedir
licencia ante la legislatura de su estado.

Al tener estas atribucionesy carecer de las facultades mínimas ne
cesarias para hacer efectiva la representación de los estados en el go
bierno federal, se ha logrado un Senado con poco peso político, parcial
ante la conjunción de intereses entre el Senado, los senadores y el presi
dente. Entre 1874 y el momento actual, a excepción del lapso que corre
de la intervención del Senado en la caída de Madero en 1913 y las refor-

La información ha sido tomada de loa cuadroa elaboradoa por Manuel González Oropeza
en eulibroLa intervención federaUnla desaparicióndepoderea, México, UNAM, 1983, pp. 8S-S6
y 247-263.
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mas de 1933, que suprimieron la reelección y la renovación por mita
des, ser senador se convirtió en un puesto de confianza de la Presiden
cia desde donde se tem'a vma buena posición ya sea para el retiro
poHtico, para aspirar, por las diferentes vías que la Constitución permite,
a la gubematura de un estado o para, simplemente, gozar de un sexenio
de canonjías.

El crecimiento de la competencia electoral y la Uegada de senado
res de oposición en 1988 propiciaron reformas que refuerzan su carác
ter de órgano centralizador. Desde 1982 hubo diferencias en las vota
ciones logradas por los senadores de mayoría, ello llevó a que los dos
candidatos de mayoría se presentaran como fórmula de partido.^ En la
reforma constitucional de 1993 se derogó la renovación por mitades
restablecida en 1986 y, para amortiguar el costo que representaba para
el sistema el crecimiento de la competencia, se decidió duplicar el nú
mero de puestos a repartir. Para la elección de 1994 se auimentó a cuatro
el número de senadores por estado y se determinó asignar un senador
a la fórmula de partido que obtuviera el segimdo lugar en la votación.
En la reforma constitucional de 1996 la negociación consistió en que el
cuarto senador sería electo proporcionalmente, de ima lista cerrada
por partido nacional con registro. Con el crecimiento de la competencia,
así como la introducción de estos mecanismos de elección de los senado

res, el cambio ha consistido fundamentalmente en que el Senado ha ad
quirido mayor resonancia como foro público; el control político de este
órgano se continúa ejerciendo desde fuera, sólo que empieza a ser com
partido entre el presidente y las direcciones de los partidos políticos
que escogen las diferentes listas cerradas, mediante las cuales los ciu
dadanos deim estadoy los de todo el país deben elegir a sus candidatos.

Si bien es cierto que con reformas recientes el Senado ha adquirido
mayor peso en nombramientos como los del Procurador General de la
República, los ministros de la Suprema Corte de Justicia, el presidente
de la Comisión de Derechos Humanos y el gobernador del Banco de Méxi
co, aún está muy lejos de contar con el diseño constitucional adecuado
al objetivo de ser una institución que desempeñe en efecto un papel en la
división horizontal y vertical de poderes.

El peso político en el desempeño del Senado mexicano tiene, como
hemos visto, fundamentos constitucionales. No obedece al incumpli-

Al respecto véase en el trab^o de Jenoy Saltíel, Votos, asientos y distritos: representación
y distribución del poder. El caso de México (en prensa en la Universidad de Gtiadalajara), el apar
tado sobre las fórmalas de elección y la repreaontaciÓD politíca en el Senado mexicano.



Ignacio Marván Laborde

miento de la Constitución o a los poderes "metaconstitucionales" del
ejecutivo. el contrario, su desempeño como institución emana de la
peculiar organización federal establecida en la Carta Magna, en donde
deliberadamente se ha atenuado su función de contrapeso del presi-
dente y desestima que el Senado sea el órgano de representación y par*
ticipación de los estados en el gobierno federal.

Como sucintamente se reseñó en esta sección, el Senado mexicano
contemporáneo fue establecido en 1674, con las particularidades seña
ladas; en 1917 su diseñt constitucional fue ratificado y las reformas
posteriores no han modif> ndo la ñinción centralizadora que tiene des
de 1874. El debate actual .^ubre nuevo federalismo y la convocatoria a la
reforma del Estado busccm soluciones a los problemas de integración y
polarización regional que se viven en el país, imo de los puntos esencia
les a discutir es el establecimiento de un Senado efectivamente federal.

El dogma de la no intervención de la Suprema Corte
en conflictos político-electorales y las limitaciones
de la reforma de 1996

La tesis de que la Suprema Corte de Justicia no debía intervenir en la
solución de conflictos políticos y electorales se estableció como práctica
e institución en 1878 al consolidarse como definitiva la posición del en
tonces presidente de la Corte, Ignacio Vallarta, expresada en sus famo
sos Votos".»' Los argumentos de fondo, repetidos desde entonces hasta
ahora, que tienden a revertirse, fueron:

1) Los derechos políticos son derechos ciudadanosy no constituyen
garantías individuales o derechos del hombre.

2) Los colegios electorales, tanto a nivel federal como estatal, son
expresión y realización de la soberanía popular y, por tanto, revisar la
constitucionalidad de las leyes y actos electorales, así como la compe
tencia o legitimidad de origen de las autoridades, sería violar los princi
pios de soberanía popular y de soberanía de los poderes de los estados
de la federación.

^A] respecto véase Javier Moctezunut Barragán, José MarialgUtituylaJiutieio electoral,
México, UNAM-InsUtuto de loveatigacionea Jurídicas, 1994. Laafnteaia hiatérica preiontada déla
diacusién y de la evolución deeate problema, proviene fundamentalmente de la lectura de este
libro.
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En la historia de esta discusión se han esgrimido recurrentemente
otros argumentos; por ejemplo, el de que involucrar a la Corte en cues
tiones políticas sería "rebajarla", que es un reciirso retórico pobre, y el
de que dar a la Corte esta atribución sería otorgarle demasiado poder,
el cual revela la preocupación presente en la Constitución mexicana
por no dividir el poder, como supuestamente debería suceder en un ré
gimen presidencial .21

Si bien es cierto que se trata de un problema jurídico complejo, sur
gido en buena medida de las limitaciones constitucionales impuestas al
amparo y a la propia Suprema Corte de Justicia para garantizar la
constitucionalidad de las leyes,22 lo que se debe resaltar, desde la pers
pectiva del análisis de las instituciones políticas de México, es que ocu
pó desde entonces un lugar central en el fimcionamiento del sistema
político-constitucional y tuvo consecuencias determinantes en la con
formación de conductas políticas y en la organización del poder.

No es casual que la tesis contraria —la de que sí puede revisarse la
constitucionalidad de las resoluciones de los colegios electorales y que
los derechos políticos son garantías individuales que deben proteger
se— haya sido incluso considerada por los publicistas oficiales como
una tesis "diabólica", concebida sólo por alguien que tuvo la ambición
de ser presidente de la República.2a En efecto, José María Iglesias fue
muy ambicioso, defendió que en México los conflictos poKticoa tuvieran
soluciones constitucionales.

La no intervención de la Corte en conflictos políticos, como prácti
ca y principio, ha sido una de las instituciones que ha tenido continui
dad absoluta desde el Porfiriato al régimen actual.

A partir de la restauración de la República en 1867, la Suprema
Corte de Justicia no abdicó de sus facultades para intervenir en conflic
tos políticos y electorales que les garantizaran \ma solución constitu
cional. Con las reformas para restablecer el Senado en 1874, que ya he
comentado, y con la aprobación mayoritaria de la Corte de los votos de

2^ Un resumen aencUlo de cdmo evolucionó la teoría de la no intervención déla suprema Corte
en cuestiones políticas en Estados Unidos, hasta consolidarse en favor de la intervención, puede
verseen Manuel González Oropeza, "^ada una nueva ley de partidos políticos en México*, en Va
rios, 7%n<íencias contemporáneas del derecho electoral en el mundo (Memoria del II Con^freso/n-
temacional de Derecha ElectoralJ, México, UNAM-Instituto de Inveatigadones Jurfdicas, 1993,
pp. 489-496.

22 Ai respecto véase EmilioRabasa, El«/uicío Constitucional, orígenes, teoría y extensión, Pa
rís/México, Librería de la Vda- de Ch. Bouret, 1919, pp. 194-216.

23 Miguel González Avelar, La Suprema Corte y la política, México, OMAM-Ceordinación de
Humanidades, 1979, p. 23.
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Vallarta, en 1878, la tesis de no intervención tomó un carácter definiti
vo durante más de un siglo. Constituyó, al lado del Senado que analiza
mos, una de las instituciones políticas con mayor continuidad entre el
Porfiriato y el régimen político actualmente en crisis.

En el proyecto de constitución de Venustiano Carranza se preveía
la devolución a la Corte de la facultad de intervenir en conflictos políti
cos entre los poderes de los estados o entre los poderes de un estado. Sin
embargo, la propuesta fue rechazada contimdentemente en el constitu
yente. Por una parte, en la discusión del artículo 60, relativo a la califi
cación de las elecciones, para que no quedara duda de que el poderjudi
cial no debía intervenir en cuestiones electorales, se añadió la conocida
leyenda de que las resoluciones de los colegios electorales serían "defi
nitivas e inatacables"; que no había existido antes en nuestras consti
tuciones. Y, por otra, sobre el mismo punto los constituyente ratificaron
las reformas constitucionales de 1874 y sólo añadieron en el artículo 97
la facultad, prácticamente discrecional, de averiguación por parte de la
Suprema Corte en los casos de violaciones al voto público en la integra
ción de los poderes federales y en los de violación de las garantías indi
viduales en los estados.

Entre 1917 y 1929 la tesis de no intervención de la Corte volvió a
sentar rápidamente jurisprudencia. El problema se planteó y discutió
de nuevo en 1946, en el contexto de la nueva ley electoral, las elecciones
presidenciales de ese año y los conflictos municipales de Monterrey y
León. Por mayoría del pleno de la Corte se aprobó ima vez más la tesis
de no intervención. Con el barroquismo que ha caracterizado al refor-
mismo electoral en México, en 1977 se estableció la posibilidad de que
la Suprema Corte pudiera revisar las decisiones de los colegios electo
rales en elecciones federales, pero sin que éstas perdieran el carácter de
definitivas e inatacables; todos los casos presentados fueron desecha
dos por improcedentes. En la reforma política de 1986 se eliminó esta
facilitad constitucional de la Corte y se inició la instauración de tribu
nales electorales, dependientes del ejecutivo y restringidos a la revi
sión de la legalidad de los actos electorales y a sus respectivas jurisdic
ciones. Ibdavía la reforma a la organización de la función judicial, de
diciembre de 1994, mantuvo la tests de no intervención en cuestiones
electorales.»

** AI reapecto véase Jaime F. Cárdenea Gracia, Una consfifuetdn pan la demoeraeia. Pro-
piMtíat pan un luuoo orden emttitueional, UNAU-Institato de Inveatígadones Jorfilicas, 1996,
p. 10.
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El crecimiento de la competencia electoral fue derogando poco a
poco este dogma. Si durante más de un siglo había fungido como la nor
ma esencial para "la estabilidad y fortaleza de las instituciones", con
forme el supuesto de no competitividad del sistema pob'tico se desvane
cía, la tesis de no intervención de la Suprema Corte se fue convirtiendo
en una causa de incumplimiento del gobierno de convenciones interna
cionales ya aprobadas por el Senado, y en un factor de inestabilidad.

Por ima parte, en 1991 el Informe de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, respecto al reclamo que varios diputados loca
les delPAN deNuevo León presentaron en 1987 en contra de la Ley Elec
toral de ese estado, en virtud de que no cumplía con la protección efecti
va de los derechos políticos establecida en la Convención Americana de
Derechos Humanos, que México había firmado y el Senado había ratifi
cado desde hacía varios años, señaló en su conclusión final:

[...] el Gobierno Mexicano debe cumplir con su obligación de adecuar la
legislación interna de ese país a fin de que ella garantice de manera efec
tiva el ejercicio de los derechos políticos, reconocidos en el Artículo 23 de
la Convención Americana, y brinde un recurso sencillo, rápido y efecti
vo, de conformidad al artículo 25 de la Convención, ante tribunales im
parciales e independientes, según el Artículo 8 de la Convención, ante
los cuales los afectados pueden hacer valer sus derechos, desarroUando las
posibilidades de un recurso judicial.^®

En cuanto a la inestabilidad política, recordemos que el número, la
intensidad y la importancia de los conflictos poselectorales fue en as
censo a partir de 1985. El Tribunal Federal Electoral, establecido con la
reforma constitucional del año siguiente, y los tribimales electorales de
los estados que se desarrollaron a principios de los años noventa, fue
ron creciendo en peso político y facultades conforme se haría-n nuevas
reformas electorales. Finalmente, en la reforma constitucional hecha
en agosto de 1996 la mayoría prilsta aceptó, aún con limitaciones, que
pueda revisarse la constitucionalidad de las leyes y actos electorales
tanto federales como de los estados. No obstante que con esta reforma
empezó a romperse el dique que ha impedido la efectividad de los dere
chos políticos en México, la reforma fue limitada pues, como afirma el
jurista Luis Santos de la Garza, mantiene vigente "el sistema de que,
en la defensa de los principales derechos políticos, que naturalmente

Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 1990-1991, p. 276.
OEA/Ser. L/V/II.79. rev, 1. Doc. 12,22 de febrero de 1991. Original en espoCol.
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corresponden al ciudadano, sea el partído político el facultado para ges
tionar no en adición, sino en lugar del individuo"

Sin lugar a dudas la tesis de la no intervención de la Suprema Cor
te de Justicia en conüictos políticos y electorales ha sido un elemento
esencial del vínculo entre sistema político y sistema constitucional en
México. Constituye uno de los fundamentos de la inexistencia de un Es
tado de derecho, en tanto permite que no haya normas en la solución de
conflictos políticos. De este modo, fue uno de los pilares de un sistema
electoral que permitía las prácticas ilegales, pues simplemente no las
sancionaba y las consideraba parte de la "soberanía de los poderes". En
buena medida, esta aceptación de que los conflictos políticos no siem
pre se solucionan por vías constitucionales, es el fundamento del falso
dilema que frecuentemente se plantea en México: centralismo o caci
quismo. Con garantías efectivas de igualdad y cumplimiento de derechos
políticos en todo el territorio, al eliminarse la falacia de la "soberanía de
los poderes"y establecerse la supremacía de la Constitución, el sistema
federal deja de ser sinónimo de protección de caudillos y caciques.

Por lo que se refíere al funcionamiento del pacto federa], debe se
ñalarse que la no intervención de la Suprema Corte en asimtos políticos
constituyó una parte esencial del acuerdo establecido entre el gobierno
federal y los gobiernos de los estados, como hemos visto, desde el último
tercio del siglo pasado. El gobierno federal renunció a la obbgación de
garantizar la igualdad y el ciunplimiento de los derechos políticos para
todos los ciudadanos en todo el territorio nacional; y los estados, por
medio de la refuncionalización del Senado, abdicaron de participar en
la orientación del gobierno federal y de integrar im órgano que fungiera
como contrapeso efectivo del presidente. En el presente comienza a re
visarse la mitad de este compromiso político del federalismo mexicano
y se plantea una nueva vinculación entre sistema político y sistema
constitucional, paralo que sería conveniente que los estados replantea
ran la revisión de la otra parte del compromiso fundacional de nuestro
federalismo contemporáneo.

''^oeaasy malas. La refonna constitucional electoral*, periódico Re/iuTno, 6de agoeto de
1996, p. &A.


